
 Comisión de Vigilancia de la Auditoría Superior de la Federación 
Unidad de Evaluación y Control 

Dirección Jurídica para la Evaluación y Control 

 
“LXIV Legislatura de la Paridad de Género” 

 “2021, Año de la Independencia y la Grandeza de México”. 

 

Memorándum Número UEC/DJEC/M/021/2021 
 

Página 1 

Av. Congreso de la Unión 66, Col. El Parque, Alcaldía Venustiano Carranza, C.P. 15960. 

Ciudad de México. Edificio “G” nivel 2. Teléfono 5036 0000 Extensión 52220. 

PALACIO LEGISLATIVO, A 29 DE ENERO DE 2021. 

 

Asunto: Criterios jurisprudenciales relevantes en las publicaciones del Semanario Judicial de 

la Federación correspondientes al mes de enero de 2021. 

 

En los ejemplares del Semanario Judicial de la Federación correspondientes al mes de enero 

de 20211, se publicaron los siguientes criterios jurisprudenciales relevantes para la Unidad de 

Evaluación y Control: 

 

FISCALIZACIÓN SUPERIOR, PRESUPUESTO Y DEUDA PÚBLICA 

TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO 

REVISIÓN FISCAL. PROCEDE ESE RECURSO CUANDO LA SALA DEL TRIBUNAL FEDERAL DE 

JUSTICIA ADMINISTRATIVA DECLARE LA NULIDAD LISA Y LLANA DE LA RESOLUCIÓN 

IMPUGNADA POR INCOMPETENCIA DEL SERVIDOR PÚBLICO QUE LA EMITIÓ, CON BASE EN 

LA INTERPRETACIÓN DEL PRECEPTO APLICABLE [INAPLICABILIDAD DE LA JURISPRUDENCIA 

2a./J. 67/2015 (10a.)]. 

 

RESPONSABILIDADES, TRANSPARENCIA Y RENDICIÓN DE CUENTAS   

TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO 

PRUEBA DE INFORME DE UNA INSTITUCIÓN MÉDICA A FIN DE QUE SE REMITA COPIA 

CERTIFICADA DE UN EXPEDIENTE CLÍNICO. MEDIDAS DE SEGURIDAD ESPECÍFICAS PARA 

GARANTIZAR LA PROTECCIÓN Y CONFIDENCIALIDAD DE LOS DATOS PERSONALES 

CONTENIDOS EN ÉSTE (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE SONORA). 

PRUEBA DE INFORME DE UNA INSTITUCIÓN MÉDICA OFRECIDA POR LA CONTRAPARTE DE 

LA QUEJOSA. EL ACUERDO QUE LA ADMITE Y ORDENA REMITIR COPIA DEL EXPEDIENTE 

CLÍNICO DE SU HIJO DIFUNTO, VULNERA EL DERECHO SUSTANTIVO A LA PROTECCIÓN DE 

DATOS PERSONALES. 

NULIDAD DE LAS RESOLUCIONES ADMINISTRATIVAS QUE IMPONEN SANCIONES 

ECONÓMICAS. LA DECLARADA POR INDEBIDA MOTIVACIÓN DE LA GRAVEDAD DE LA 

INFRACCIÓN Y VALORACIÓN DE LA CAPACIDAD ECONÓMICA DEL INFRACTOR, DEBE SER 

PARA EFECTOS. 

 

CRITERIOS RELEVANTES PARA EL TRABAJO JURÍDICO DE LA UEC 

SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN  

INCIDENTE DE SUSPENSIÓN. LAS VIDEOGRABACIONES CONTENIDAS EN MEDIOS 

ELECTRÓNICOS TIENEN EL CARÁCTER DE PRUEBA DOCUMENTAL Y, POR TANTO, PUEDEN SER 

OFRECIDAS POR LAS PARTES EN AQUÉL. 

TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO  

PRUEBAS DOCUMENTALES PÚBLICAS. LAS IMPRESIONES DE DOCUMENTOS OFICIALES CON 

FIRMA Y SELLO DIGITAL TIENEN ESE CARÁCTER (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE VERACRUZ). 

ELECTRÓNICA AVANZADA. 

PRUEBA PERICIAL EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. EL DICTAMEN 

RELATIVO NO DEBE DESESTIMARSE POR EL HECHO DE QUE LAS CONCLUSIONES DEL PERITO 

 
1 Los Semanarios se publicaron los días 08, 15, 22 y 29 de enero de 2021. 
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CRITERIOS RELEVANTES PARA EL TRABAJO JURÍDICO DE LA UEC 

NO SE LIMITEN A SU MATERIA, SINO QUE SE REFIERAN A CUESTIONES DE DERECHO QUE 

COMPETEN AL JUZGADOR. 

ABSTENCIÓN DE LOS TESTIGOS A DECLARAR EN EL PROCESO POR EXISTIR PARENTESCO 

CON EL INCULPADO. SI SE LES INFORMÓ DE ESTA FACULTAD PREVISTA EN EL ARTÍCULO 361 

DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, Y DECIDIERON RENDIR SU 

ENTREVISTA DURANTE LA ETAPA DE INVESTIGACIÓN INICIAL, NO PUEDEN NEGARSE A 

DECLARAR EN LA AUDIENCIA DE JUICIO ORAL, PRETENDIENDO ACOGERSE A ESE 

DERECHO. 

REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO EN EL INCIDENTE DE SUSPENSIÓN EN EL AMPARO. 

CUANDO SE ORDENA PARA QUE EL JUEZ DE DISTRITO PROVEA SOBRE LA CERTIFICACIÓN O 

COMPULSA DE LAS PRUEBAS DOCUMENTALES QUE OBREN EN EL CUADERNO PRINCIPAL 

PARA AGREGARLAS AL INCIDENTAL, NO PODRÁ EXIGIRSE AL QUEJOSO QUE EXHIBA COPIA 

DE ÉSTAS, SI TIENE EL CARÁCTER DE TRABAJADOR. 
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INICIO 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2022613  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 08 de enero de 2021 10:09 h  

Materia(s): Administrativa  

Tesis: IV Región 1o.30 A (10a.)  

REVISIÓN FISCAL. PROCEDE ESE RECURSO CUANDO LA SALA DEL 
TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DECLARE LA NULIDAD 
LISA Y LLANA DE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA POR INCOMPETENCIA 
DEL SERVIDOR PÚBLICO QUE LA EMITIÓ, CON BASE EN LA 
INTERPRETACIÓN DEL PRECEPTO APLICABLE [INAPLICABILIDAD DE LA 
JURISPRUDENCIA 2a./J. 67/2015 (10a.)]. 
 

Del artículo 63, fracción III, inciso a), de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo se advierte que el recurso de revisión fiscal procederá cuando en el juicio de 

nulidad de origen se hubiera impugnado una resolución emitida por la Secretaría de 

Hacienda y Crédito Público, el Servicio de Administración Tributaria o por autoridades 

fiscales de las entidades federativas coordinadas en ingresos federales y, además, la 

materia del asunto hubiera versado sobre la interpretación de leyes o reglamentos en forma 

tácita o expresa. En consecuencia, cuando la Sala del Tribunal Federal de Justicia 

Administrativa declare la nulidad lisa y llana de la resolución impugnada por incompetencia 

del servidor público que la emitió, con base en la interpretación del precepto aplicable, 

procede el recurso mencionado. Sin que lo anterior se traduzca en incumplimiento a la 

jurisprudencia 2a./J. 67/2015 (10a.), sostenida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, de título y subtítulo: "REVISIÓN FISCAL. ES IMPROCEDENTE CONTRA LAS 

SENTENCIAS QUE DECLAREN LA NULIDAD DEL ACTO ADMINISTRATIVO IMPUGNADO QUE 

DETERMINÓ CONTRIBUCIONES POR INCOMPETENCIA DE LA AUTORIDAD QUE LO DICTÓ U 

ORDENÓ O TRAMITÓ EL PROCEDIMIENTO DEL QUE DERIVA.", al ser un supuesto no previsto en 

dicha jurisprudencia, toda vez que en el caso no se trata de la simple aplicación de la 

norma con la que se determine la incompetencia de la autoridad demandada, sino que al 

efectuarse un ejercicio interpretativo se otorgó significado y alcance al precepto en que 

fundó su actuación, lo que da al asunto el carácter excepcional requerido para la 

procedencia del medio de impugnación  

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA CUARTA REGIÓN. 

 

Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 55/2020 

(cuaderno auxiliar 533/2020) del índice del Segundo Tribunal Colegiado en Materia 
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Administrativa del Cuarto Circuito, con apoyo del Primer Tribunal Colegiado de Circuito del 

Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz. Subadministrador 

Desconcentrado Jurídico de la Administración Desconcentrada Jurídica de Coahuila de 

Zaragoza "2". 28 de octubre de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: Luis Vega Ramírez. 

Secretario: Adolfo Vives Elizalde. 

 

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 67/2015 (10a.) citada, aparece publicada en el 

Semanario Judicial de la Federación del viernes 5 de junio de 2015 a las 9:30 horas y en la 

Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 19, Tomo I, junio de 

2015, página 1064, con número de registro digital: 2009290. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 08 de diciembre de 2020 a las 10:09 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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INICIO 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2022606 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 08 de enero de 2021, 10:09 h  

Materia(s): (Constitucional, Civil)  

Tesis: V.3o.C.T.26 C (10a.) 

 

PRUEBA DE INFORME DE UNA INSTITUCIÓN MÉDICA A FIN DE QUE SE 
REMITA COPIA CERTIFICADA DE UN EXPEDIENTE CLÍNICO. MEDIDAS DE 
SEGURIDAD ESPECÍFICAS PARA GARANTIZAR LA PROTECCIÓN Y 
CONFIDENCIALIDAD DE LOS DATOS PERSONALES CONTENIDOS EN ÉSTE 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE SONORA). 
 

Hechos: La quejosa, en su carácter de madre de un menor difunto, reclamó el acuerdo 

dictado en el juicio civil de origen en el que se admitieron las pruebas ofrecidas por su 

contraparte, consistentes en informes de autoridad a cargo de instituciones de salud 

públicas, a fin de que comunicaran si en sus archivos existía expediente clínico de aquél y, 

en todo caso, remitieran copia certificada del mismo.  

 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito establece que las medidas de 

seguridad específicas para garantizar la protección y confidencialidad de los datos 

personales contenidos en el expediente clínico ofrecido como prueba son las siguientes: 1) 

permanezca en todo momento bajo resguardo en las instalaciones del juzgado; 2) no 

podrá estar glosado al expediente judicial; 3) únicamente podrá ser manipulado por 

personal del juzgado expresamente autorizado para ello; 4) su consulta deberá ser previo 

registro, en el cual se asiente el nombre de la persona a consultarlo, la fecha y la justificación 

para el acceso; y, 5) sólo podrá permitirse la reproducción digital de las constancias que lo 

integran, previa valoración del Juez y suprimiendo los datos personales del de cujus; así 

como cualquier otra medida para garantizar la protección y seguridad de 

la información confidencial, en concordancia con lo establecido en la Ley Número 192 de 

Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de Sonora. 

 

Justificación: Lo anterior, porque este tribunal advierte que el a quo, al resolver sobre el 

acuerdo reclamado, no garantizó la protección de los datos personales del de cujus ni 

tomó las medidas necesarias para asegurar la confidencialidad de aquellos contenidos en 

el expediente clínico, pues al no establecerse las medidas en cuestión desde la admisión 

de las pruebas de informe de autoridad, se corre el riesgo de que una vez remitidas las 

copias certificadas correspondientes no hubiera un manejo adecuado por parte de la 
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autoridad jurisdiccional con lo que se consumaría irreparablemente la violación alegada 

en el juicio constitucional, sin perjuicio de que la autoridad de primera instancia, en todo 

caso, pueda considerarse responsable de la protección de los datos personales sensibles 

que llegara a contener la información recabada y pueda incurrir en responsabilidad 

administrativa por el incumplimiento de las obligaciones relativas.  

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL QUINTO CIRCUITO. 

 

Amparo en revisión 45/2020. 30 de junio de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: José 

Manuel Blanco Quihuis. Secretario: Germán Gutiérrez León. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 08 de enero de 2021 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial 

de la Federación. 
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INICIO 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2022607 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 08 de enero de 2021, 10:09 h  

Materia(s): (Constitucional, Civil)  

Tesis: V.3o.C.T.25 C (10a.) 

PRUEBA DE INFORME DE UNA INSTITUCIÓN MÉDICA OFRECIDA POR LA 
CONTRAPARTE DE LA QUEJOSA. EL ACUERDO QUE LA ADMITE Y ORDENA 
REMITIR COPIA DEL EXPEDIENTE CLÍNICO DE SU HIJO DIFUNTO, VULNERA 
EL DERECHO SUSTANTIVO A LA PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES. 
 

Hechos: La quejosa, en su carácter de madre de un menor difunto, reclamó el acuerdo 

dictado en el juicio civil de origen en el que se admitieron las pruebas ofrecidas por su 

contraparte, consistentes en informes de autoridad a cargo de instituciones de salud 

públicas, a fin de que comunicaran si en sus archivos existía expediente clínico de aquél y, 

en todo caso, remitieran copia certificada del mismo.  

 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que el acuerdo reclamado 

vulnera el derecho sustantivo a la protección de datos personales del menor difunto, 

previsto en los artículos 6o., apartado A, fracciones II y VIII, y 16, párrafo segundo, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.  

 

Justificación: Lo anterior, porque en dicho acuerdo se admitieron las aludidas pruebas de 

informe de autoridad, sin condición alguna, es decir, no se garantizó la no exhibición de 

la información confidencial contenida en el expediente clínico del menor finado, pues el a 

quo al resolver sobre la constitucionalidad de la resolución reclamada omitió constatar si 

en ésta se establecieron medidas de seguridad para garantizar la protección y 

confidencialidad de los datos personales que contuviera aquél. Esto es, para convalidar la 

constitucionalidad de dicha resolución, no bastaba evidenciar que la juzgadora 

responsable tuviera facultades legales para solicitar información relacionada con el 

referido expediente clínico, sino también debió analizarse si se establecieron dichas 

medidas de seguridad para prevenir la divulgación de los datos personales sensibles del 

menor de cujus.  

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL QUINTO CIRCUITO. 

Amparo en revisión 45/2020. 30 de junio de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: José 

Manuel Blanco Quihuis. Secretario: Germán Gutiérrez León. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 08 de enero de 2021 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial 

de la Federación. 
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INICIO 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2022651 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 29 de enero de 2021 10:30 h  

Materia(s): Administrativa  

Tesis: I.4o.A.210 A (10a.) 

 

NULIDAD DE LAS RESOLUCIONES ADMINISTRATIVAS QUE IMPONEN 
SANCIONES ECONÓMICAS. LA DECLARADA POR INDEBIDA MOTIVACIÓN DE 
LA GRAVEDAD DE LA INFRACCIÓN Y VALORACIÓN DE LA CAPACIDAD 
ECONÓMICA DEL INFRACTOR, DEBE SER PARA EFECTOS. 
 

Hechos: El Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de 

Datos Personales recibió la denuncia de un particular contra una empresa de telefonía, 

derivado de la recepción de diversas llamadas y mensajes de texto realizados por un 

despacho de cobranza, por un adeudo existente con diversa persona moral. 

Posteriormente, el Pleno de ese órgano impuso a la compañía denunciada diversas 

sanciones económicas, al estimar que cometió las infracciones previstas en el artículo 63, 

fracciones IV, VIII, IX y XIII, de la Ley Federal de Protección de Datos Personales en Posesión 

de los Particulares, por incumplir los preceptos 6, 7, 8, 12, 13 y 21 del mismo ordenamiento, 

al haber divulgado los datos personales del titular a terceros, en detrimento de sus intereses 

y privacidad, incumpliendo además con el deber de confidencialidad; determinación 

contra la cual aquélla promovió juicio contencioso administrativo, en el que se resolvió 

declarar la nulidad de la resolución impugnada, para el efecto de que se emita una nueva, 

en la que se motive debidamente la gravedad de las infracciones. Inconforme con esa 

sentencia, la empresa promovió juicio de amparo, en el que reclamó su indebida 

fundamentación y motivación, al señalar que la ilegalidad de la resolución impugnada se 

ubica en el supuesto previsto en el artículo 51, fracción IV, de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo, por lo que debió declararse su nulidad lisa y 

llana. 

 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que la nulidad de las 

resoluciones administrativas que imponen sanciones económicas, decretada por un vicio 

de forma, como lo es la indebida motivación de la gravedad de la infracción y valoración 

de la capacidad económica del infractor, debe ser para efectos, prevista en el artículo 51, 

fracción II, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo.  

 

Justificación: La causa de ilegalidad advertida no versa sobre los supuestos previstos en la 

fracción IV del artículo 51 citado, que refieren que los hechos origen de la denuncia no se 
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realizaron, fueron distintos o se apreciaron de forma equivocada, o que la resolución se 

dictó en contravención de las disposiciones aplicables o dejándose de aplicar las debidas, 

ya que los hechos denunciados se acreditaron y la ilegalidad se actualizó conforme a la 

fracción II del artículo 51 aludido, porque la responsable incumplió las reglas de juzgamiento 

y sanción, tendentes a determinar (lo que en la doctrina se conoce como accertamento, 

que es la verificación de la existencia y exactitud de los hechos y circunstancias pertinentes 

del caso concreto, asociado al apprezzamento, consistente en el ejercicio de la potestad 

enderezada hacia el control de su valoración o ponderación por la administración) los 

elementos para la individualización de la multa, lo cual se traduce en un problema de 

indebido procedimiento que impide al afectado desplegar una eficaz defensa de sus 

intereses, por ello, la nulidad que se declare debe ser para efectos y no lisa y llana. 

 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Amparo directo 256/2020. Radiomóvil Dipsa, S.A. de C.V. 17 de noviembre de 2020. 

Unanimidad de votos. Ponente: Jean Claude Tron Petit. Secretario: Marco Antonio Pérez 

Meza. 

 

 

Esta tesis se publicó el viernes 29 de enero de 2021 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial 

de la Federación. 
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INICIO 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2022595 

Instancia: Pleno 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 08 de enero de 2021, 10:09 h  

Materia(s): Común 

Tesis: P./J. 18/2020 (10a.) 

 

INCIDENTE DE SUSPENSIÓN. LAS VIDEOGRABACIONES CONTENIDAS EN 
MEDIOS ELECTRÓNICOS TIENEN EL CARÁCTER DE PRUEBA DOCUMENTAL 
Y, POR TANTO, PUEDEN SER OFRECIDAS POR LAS PARTES EN AQUÉL. 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes se pronunciaron en forma 

contradictoria en torno a si una videograbación se debe considerar como prueba 

documental para efectos del incidente de suspensión en el juicio de amparo y, en 

consecuencia, si procede su admisión como medio probatorio.  

 

Criterio jurídico: Las videograbaciones constituyen una prueba documental, pues 

independientemente del soporte en el que consten y se aporten al incidente de suspensión, 

cuentan con la capacidad de registrar datos de interés procesal y, además, pueden 

desahogarse por su propia naturaleza y sin necesidad de una diligencia especial, siempre 

que el juzgador cuente con el equipo necesario para su reproducción y, de no ser así, el 

oferente de la prueba lo aporte.  

 

Justificación: Esta interpretación resulta acorde con los artículos 1o. y 14 de la Constitución 

General, al ser más protectora del debido proceso, entre cuyas formalidades esenciales 

que lo conforman está la oportunidad de ofrecer y desahogar pruebas. En este sentido, el 

artículo 143 de la Ley de Amparo establece que en el incidente de suspensión únicamente 

se admitirán las pruebas documental y de inspección judicial y, tratándose de los casos a 

que se refiere el artículo 15 de ese ordenamiento, la prueba testimonial. A su vez, la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación ha reconocido que el avance de las tecnologías de 

la información supone un importante cambio en el ámbito judicial lo que, desde luego, 

incide en la fase probatoria de un procedimiento; de ahí que para determinar la naturaleza 

de una videograbación se debe partir de que, jurídicamente, un documento es cualquier 

instrumento con capacidad para registrar datos o información, donde lo principal es su 

capacidad de registro y, lo secundario, el soporte en el que aparece recogido dicho 

objeto. Además, si el legislador federal hizo énfasis en la finalidad protectora de la 

suspensión, e incluso facultó al órgano jurisdiccional para solicitar documentos y ordenar las 

diligencias que considere convenientes para resolver sobre la suspensión definitiva, 
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válidamente se puede concluir que las partes pueden ofrecer una videograbación 

contenida en un medio electrónico como prueba documental en el incidente de 

suspensión para que el juzgador pueda obtener certeza sobre hechos relevantes y, de ser 

el caso, otorgarle cierto valor probatorio, siempre que ello no comprometa la celeridad que 

debe imperar en dicho incidente. Al respecto, no pasa inadvertido que, dependiendo del 

soporte en el que se ofrezca la prueba en cuestión, se requiere un medio técnico para su 

reproducción; sin embargo, ello no amerita una diligencia especial que retrase la 

impartición de justicia, sino únicamente que el juzgador cuente con el equipo necesario 

para su reproducción y, de no ser así, podrá aportarlo el oferente de la prueba.  

 

PLENO 

 

Contradicción de tesis 28/2019. Entre las sustentadas por el Octavo Tribunal Colegiado en 

Materia Administrativa del Primer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo 

Séptimo Circuito. 21 de octubre de 2019. Unanimidad de diez votos de los Ministros Alfredo 

Gutiérrez Ortiz Mena, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Yasmín Esquivel Mossa, José 

Fernando Franco González Salas, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 

Norma Lucía Piña Hernández, Javier Laynez Potisek, Alberto Pérez Dayán y Arturo Zaldívar 

Lelo de Larrea. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretarios: Víctor Manuel 

Rocha Mercado, Fernando Sosa Pastrana y Monserrat Cid Cabello. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 

 

El Octavo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver el 

amparo en revisión 113/2016, el cual dio origen a la tesis aislada I.8o.A.16 K (10a.), de título 

y subtítulo: "PRUEBAS EN EL INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DERIVADO DEL JUICIO DE AMPARO 

INDIRECTO. NATURALEZA Y CARACTERÍSTICAS DE LOS VIDEOS CONTENIDOS EN MEDIOS 

ELECTRÓNICOS PARA QUE PUEDAN PRODUCIR CONVICCIÓN PLENA.", publicada en el 

Semanario Judicial de la Federación del viernes 27 de octubre de 2017 a las 10:37 horas y 

en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 47, Tomo IV, 

octubre de 2017, página 2525, con número de registro digital: 2015449, y 

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, al resolver el 

incidente de suspensión (revisión) 341/2018. 

El Tribunal Pleno, el ocho de diciembre de dos mil veinte, aprobó, con el número 18/2020 

(10a.), la tesis jurisprudencial que antecede. Ciudad de México, a ocho de diciembre de 

dos mil veinte. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 08 de enero de 2021 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial 

de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 

de enero de 2021, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General 

Plenario 16/2019. 
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INICIO 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2022644 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 22 de enero de 2021,  horas 10:23  

Materia(s): Civil 

Tesis: VII.2o.C.238 C (10a.) 

PRUEBAS DOCUMENTALES PÚBLICAS. LAS IMPRESIONES DE DOCUMENTOS 
OFICIALES CON FIRMA Y SELLO DIGITAL TIENEN ESE CARÁCTER 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE VERACRUZ). ELECTRÓNICA AVANZADA 
 

Los documentos públicos son aquellos expedidos por funcionarios del Estado depositarios 

de fe pública en ejercicio de sus funciones y dentro de los límites de su competencia. Dichos 

documentos revisten eficacia demostrativa plena sin necesidad de reconocimiento por 

quien se opone a ellos. Al respecto, el artículo 261, fracción V, del Código de 

Procedimientos Civiles para el Estado de Veracruz, señala que son documentos públicos: 

"Las certificaciones de constancias existentes en los archivos públicos expedidos por 

funcionarios a quienes competa.". Por su parte, la Ley Número 563 de Firma Electrónica 

Avanzada para el Estado, en su artículo 3, fracción XV, establece que ésta produce los 

mismos efectos de la firma autógrafa y consiste en: los datos que en forma electrónica son 

vinculados o asociados a un mensaje de datos y que corresponden inequívocamente al 

firmante, con la finalidad de asegurar la integridad y autenticidad del mismo, de tal modo 

que la Firma Electrónica Avanzada se vincula directamente al firmante y a los datos a su 

disposición, lo cual permite detectar cualquier modificación que se haga a 

dicha información. A lo anterior, hay que destacar que el titular del Poder Ejecutivo del 

Estado, así como las diversas dependencias y entidades de la administración pública 

estatal están obligadas a hacer uso de tales medios de validación de documentos. En 

consecuencia, las impresiones de documentos oficiales con firma electrónica avanzada y 

sello digital tienen el carácter de una prueba documental pública, pues son expedidas por 

funcionarios públicos en ejercicio de sus funciones y dentro de los límites de su 

competencia. Ello, pues los avances tecnológicos han logrado que mediante el uso de los 

sistemas de cómputo y el almacenamiento de información en el Internet, así como en las 

diversas redes institucionales de las dependencias gubernamentales, el registro de los datos 

inherentes a las personas sea más accesible y fácil de consultar, pues una vez capturada 

la información relacionada a una persona, los datos concernientes a ésta puedan 

visualizarse en las pantallas de los equipos de cómputo de forma directa accediendo 

mediante la red institucional que la dependencia a la que corresponda resguardar 

dicha información, o bien, reproducirse en discos ópticos y/o mediante impresión física. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
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Amparo directo 976/2019. Juan Tonatiuh Osorio Sánchez. 12 de noviembre de 2020. 

Unanimidad de votos. Ponente: José Manuel De Alba De Alba. Secretaria: Rubí Sindirely 

Aguilar Lasserre. 

 

 

Esta tesis se publicó el viernes 22 de enero de 2021 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial 

de la Federación. 
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INICIO 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2022631 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 15 de enero de 2021,  horas 10:16 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: I.4o.A.208 A (10a.) 

PRUEBA PERICIAL EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
FEDERAL. EL DICTAMEN RELATIVO NO DEBE DESESTIMARSE POR EL 
HECHO DE QUE LAS CONCLUSIONES DEL PERITO NO SE LIMITEN A SU 
MATERIA, SINO QUE SE REFIERAN A CUESTIONES DE DERECHO QUE 
COMPETEN AL JUZGADOR. 
 

Hechos: El actor en el juicio contencioso administrativo federal demandó la nulidad del 

oficio en el que se le notifica la negativa de la institución de seguridad social a decretar el 

estado de invalidez solicitado, así como la decisión que determina improcedente la 

designación de la terna de médicos propuesta. En el trámite del juicio ofreció y se rindió el 

dictamen en materia de medicina del trabajo, a efecto de demostrar el estado de 

invalidez; no obstante, en la sentencia reclamada la Sala del conocimiento no concedió 

valor probatorio al dictamen, al estimar que el perito no se limitó a la materia de la 

medicina, sino que las conclusiones planteadas se refieren a cuestiones de derecho que 

competen al juzgador, por lo que reconoció la validez de las resoluciones impugnadas. 

 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que los dictámenes periciales 

rendidos en el juicio contencioso administrativo federal no deben desestimarse por exceder 

su materia en los términos descritos.  

 

Justificación: El derecho y la ciencia, aun cuando tienen origen, fundamentos y alcances 

diversos, son dos de las fuentes de autoridad más importantes para que los gobiernos 

modernos cumplan sus cometidos. Los productos de ambas ramas del conocimiento se 

presumen imparciales, ajenos a intereses particulares y válidos, sin importar el contexto 

inmediato de su generación; de ahí que frecuentemente orienten las políticas públicas y 

sirvan de fundamento para evaluar la racionalidad de las decisiones políticas. Esto significa 

que cada día las leyes se apoyan en conocimientos especializados y pertinentes a 

disciplinas científicas, tecnológicas o artísticas, preferentemente, respecto de ciertos 

hechos o prácticas, también especiales, cuya percepción o entendimiento escapa a las 

aptitudes del común de la gente y requiere una particular capacidad para su adecuada 

percepción y la correcta verificación de sus relaciones con otros hechos, de sus causas y 

efectos o, simplemente, para su cabal apreciación e interpretación. En este contexto, los 

tribunales, cada vez con mayor frecuencia, requieren allegarse de evidencia científica 
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para la resolución de los asuntos que son sometidos a su conocimiento, debido a los 

avances que en los últimos tiempos han aparecido en el campo de la ciencia y a las 

repercusiones que pueden representar para el derecho, aunado al hecho de que incluso 

las leyes refieren como conceptos normativos temas especializados. Por tanto, para lograr 

entender a cabalidad ciertas expresiones, cualidades, fines, conceptos o criterios, 

incluyendo aquellos de contenido y carácter normativo, que puedan estar expresados o 

referidos a conceptos especializados, y que su aplicación se extiende a la interpretación 

cabal de la ley o de regulaciones aplicadas, cuando éstas se basan en aquéllos, siempre 

será pertinente que el juzgador, incluso oficiosamente, se allegue de la opinión de expertos 

sobre esos temas, que lo auxilien para conocer, apreciar y resolver correctamente el objeto 

o la cuestión litigiosa que los contenga. En la inteligencia de que, si bien, la ley concede 

arbitrio judicial al juzgador para tramitar o apreciar ciertos medios probatorios, como en el 

caso la pericial, dicho arbitrio no es absoluto o necesariamente potestativo, sino restringido 

y hasta obligado por determinadas exigencias o necesidades, como lo es obtener 

conocimientos especializados necesarios para justificar su fallo y en caso de que las 

conclusiones del dictamen se refieran a cuestiones diferentes a su materia, ello no significa 

que puedan o deban desestimarse, pues basta con que el juzgador sólo tome en 

consideración la información que atienda los aspectos que son materia para dirimir la 

controversia o, en su caso, exponer justificadamente el porqué de su conclusión.  

 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Amparo directo 182/2020. María Elizabeth Linares Villanueva. 3 de noviembre de 2020. 

Unanimidad de votos. Ponente: Jean Claude Tron Petit. Secretario: Marco Antonio Pérez 

Meza. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 15 de enero de 2021 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial 

de la Federación. 
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INICIO 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2022648 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 29 de enero de 2021 10:30 h  

Materia(s): Penal  

Tesis: XI.P.46 P (10a.) 

 

ABSTENCIÓN DE LOS TESTIGOS A DECLARAR EN EL PROCESO POR EXISTIR 
PARENTESCO CON EL INCULPADO. SI SE LES INFORMÓ DE ESTA FACULTAD 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 361 DEL CÓDIGO NACIONAL DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES, Y DECIDIERON RENDIR SU ENTREVISTA 
DURANTE LA ETAPA DE INVESTIGACIÓN INICIAL, NO PUEDEN NEGARSE A 
DECLARAR EN LA AUDIENCIA DE JUICIO ORAL, PRETENDIENDO ACOGERSE 
A ESE DERECHO. 

 
El artículo 360 del Código Nacional de Procedimientos Penales prevé el deber de toda 

persona de concurrir al proceso cuando sea citada y declarar la verdad de cuanto 

conozca y le sea preguntado. Por su parte, el artículo 361 del mismo ordenamiento 

establece como excepción para esa obligación, la facultad de abstención tratándose, 

entre otros supuestos, de parientes por consanguinidad del inculpado. No obstante, si el 

testigo, una vez informado de la facultad de abstención prevista en el artículo 361 citado, 

existiendo registro de esa circunstancia, decide rendir su entrevista en la etapa de 

investigación inicial del procedimiento penal acusatorio, no puede negarse a declarar en 

la audiencia de juicio oral pretendiendo acogerse a ese derecho. Considerar lo contrario, 

sería tanto como dejar al arbitrio del ateste la producción de la prueba en audiencia de 

juicio oral –al negarse a declarar– lo cual iría en contra de los principios de lealtad y buena 

fe procesal; además, se comprometería la teoría del caso del agente del Ministerio Público, 

la cual, por lo general, se basa en la información recabada en la etapa de investigación 

inicial y complementaria, entre ellas, las entrevistas rendidas por los testigos del hecho 

investigado, lo cual, también iría en detrimento del debido esclarecimiento de la verdad 

de los hechos. Sobre esas consideraciones, la facultad de abstenerse a declarar se 

actualiza desde el momento en que el testigo acude ante el órgano investigador y es 

informado de esa circunstancia; por tanto, el acceder a rendir entrevista implica su 

renuncia. 

 

TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL DÉCIMO PRIMER CIRCUITO. 
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Amparo directo 10/2020. 8 de octubre de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: Omar 

Liévanos Ruiz. Secretario: Edgar Conejo Hernández. 

 

 

Esta tesis se publicó el viernes 29 de enero de 2021 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial 

de la Federación. 
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INICIO 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2022610 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 8 de enero de 2021 10:09 h  

Materia(s): Común 

Tesis: (I Región)4o. J/5 K (10a.) 

 

REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO EN EL INCIDENTE DE SUSPENSIÓN EN 
EL AMPARO. CUANDO SE ORDENA PARA QUE EL JUEZ DE DISTRITO PROVEA 
SOBRE LA CERTIFICACIÓN O COMPULSA DE LAS PRUEBAS DOCUMENTALES 
QUE OBREN EN EL CUADERNO PRINCIPAL PARA AGREGARLAS AL 
INCIDENTAL, NO PODRÁ EXIGIRSE AL QUEJOSO QUE EXHIBA COPIA DE 
ÉSTAS, SI TIENE EL CARÁCTER DE TRABAJADOR. 
 

La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 2a./J. 

20/2012 (10a.), determinó que al ser suficiente que en el juicio de amparo se presenten 

pruebas en documento original o en copia certificada y se exhiban dos o más copias 

simples para que el Juez, de oficio, ordene la certificación o compulsa respectiva para que 

se glosen al cuaderno incidental y al emitir la decisión sobre la suspensión definitiva de los 

actos reclamados esté en posibilidad de tomarlas en cuenta, como lo estableció el Tribunal 

Pleno en la jurisprudencia P./J. 71/2010, de rubro: "PRUEBAS EN EL JUICIO DE AMPARO 

INDIRECTO Y EN EL INCIDENTE DE SUSPENSIÓN. SU OFRECIMIENTO Y DESAHOGO EN EL 

SUPUESTO QUE SE OFREZCAN DOCUMENTALES ORIGINALES O EN COPIA CERTIFICADA EN EL 

CUADERNO PRINCIPAL O EN EL INCIDENTAL CON COPIAS SIMPLES (MODIFICACIÓN DE LA 

JURISPRUDENCIA P./J. 92/97).", la falta de cumplimiento de esa actuación constituye una 

violación a las reglas fundamentales que norman el procedimiento, que amerita su 

reposición. Ahora, cuando el Juez de Distrito haya omitido ordenar de oficio la aludida 

certificación, al reponer el procedimiento en el incidente de suspensión en cumplimiento a 

la ejecutoria dictada en la revisión por el Tribunal Colegiado de Circuito y proveer al 

respecto, no podrá exigirse al quejoso la exhibición de las copias de los documentos o 

copias certificadas que obren como pruebas en el cuaderno principal para agregarlas al 

incidental, si tiene el carácter de trabajador, ya que en términos del artículo 110 de la Ley 

de Amparo, se le releva de dicha obligación.  

 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA PRIMERA REGIÓN, 

CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO. 
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Incidente de suspensión (revisión) 2263/2019. Juana García Aragón. 6 de agosto de 2020. 

Unanimidad de votos. Ponente: José Alberto Arriaga Farías. Secretario: Moisés Mercado 

Badillo. 

Incidente de suspensión (revisión) 2720/2019. Sandra Romero Osorio. 10 de septiembre de 

2020. Unanimidad de votos. Ponente: Irma Rodríguez Franco. Secretario: Rómulo Juárez 

Martínez. 

Incidente de suspensión (revisión) 2492/2019. Noel Melo Rivera. 10 de septiembre de 2020. 

Unanimidad de votos. Ponente: Erika Verenice Carrillo García, secretaria de tribunal 

autorizada por la Comisión de Carrera Judicial del Consejo de la Judicatura Federal para 

desempeñar las funciones de Magistrada, con fundamento en los artículos 26, párrafo 

segundo y 81, fracción XXII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. 

Secretaria: Jenyfer Mayrén Juárez Galíndez. 

Incidente de suspensión (revisión) 1176/2019. Cámara de Diputados del Congreso de la 

Unión y otras. 20 de octubre de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: Susana Laura Rojas 

Castro, secretaria de tribunal autorizada por la Comisión de Carrera Judicial del Consejo de 

la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrada, con fundamento en 

los artículos 26, párrafo segundo y 81, fracción XXII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial 

de la Federación. Secretaria: Claudia Ramos Valles. 

Incidente de suspensión (revisión) 1479/2019. 22 de octubre de 2020. Unanimidad de votos. 

Ponente: Susana Laura Rojas Castro, secretaria de tribunal autorizada por la Comisión de 

Carrera Judicial del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de 

Magistrada, con fundamento en los artículos 26, párrafo segundo y 81, fracción XXII, de la 

Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación con el artículo 40, fracción 

V, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que reglamenta la 

organización y funcionamiento del propio Consejo. Secretario: Ricardo Gil Ramírez. 

Nota: Las tesis de jurisprudencia 2a./J. 20/2012 (10a.), de rubro: "REPOSICIÓN DEL 

PROCEDIMIENTO. PROCEDE ORDENARLA SI EL JUEZ FEDERAL OMITIÓ DISPONER, DE OFICIO, 

LA CERTIFICACIÓN DE DOCUMENTOS QUE SE ANEXAN A LA DEMANDA DE AMPARO." y P./J. 

71/2010 citadas, aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta, Décima Época, Libro VI, Tomo 1, marzo de 2012, página 402 y Novena Época, 

Tomo XXXII, septiembre de 2010, página 7, con números de registro digital: 2000455 y 163758, 

respectivamente. 

 

Ejecutorias 

Incidente de suspensión (revisión) 1479/2019 

 

Esta tesis se publicó el viernes 08 de enero de 2021 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial 

de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 

de enero de 2021, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General 

Plenario 16/2019. 

 

https://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?id=29610&Clase=DetalleTesisEjecutorias

